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Señor
Juez Dieciséis (16) Civil del Circuito.
Medellín – Antioquia.
E.S.D.
 

REFERENCIA: DEMANDA DE RESPONSABILIDAD CIVIL
CONTRACTUAL

DEMANDANTES: HERNANDO LEÓN LONDOÑO BERRÍO.
ALVARO MORALES RIOS.

RADICADO: 05001310301620200000100.
 
ASUNTO: CONTESTACIÓN DE DEMANDA. 

En calidad de apoderado del Dr. John Jaime Posada Orrego, quien actúa en el proceso de la
referencia en calidad de demandado, me permito radicar memorial contentivo de contestación a
demanda.

A efectos de lo anterior, me permito adjuntar el archivo PDF denominado "CONTESTACIÓN
DEMANDA PROCESO 05001310301620200000100". De igual forma, manifiesto que también se
dispone como destinatario del presente correo al apoderado de los demandantes, quien en escrito de
demanda manifestó como dirección electrónica para recibir notificaciones el correo
mauricioalzate7@msn.com, el cual también se identificó como dirección electrónica de notificación de
los demandantes. 

mailto:mauricioalzate7@msn.com
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Señor 
Juez Dieciséis (16) Civil del Circuito. 
Medellín – Antioquia.  
E.S.D.  
 

REFERENCIA: DEMANDA DE RESPONSABILIDAD CIVIL 
CONTRACTUAL 

DEMANDANTES: HERNANDO LEÓN LONDOÑO BERRIO.  
ALVARO MORALES RIOS. 

RADICADO: 05001310301620200000100. 
 
ASUNTO: CONTESTACIÓN DE DEMANDA.  
 
JORGE MARIO CALLE FLÓREZ, abogado, en mi calidad de apoderado del 
demandado JOHN JAIME POSADA ORREGO, en término procesal oportuno, 
presento ante su Despacho escrito de contestación de la demanda de la 
referencia, en los siguientes términos:  
 

I. A LOS HECHOS: 
 
Al Primero: Que se pruebe. 
 
Al Segundo: Que se pruebe.  
 
Al Tercero: Que se pruebe.   
 
Al Cuarto: Que se pruebe.  
 
Al Quinto: Que se pruebe. 
 
Al Sexto: Mi poderdante no tiene conocimiento de este hecho. Nunca tuvo 
conocimiento del contenido de la cuenta de cobro presentada por el doctor 
Hernando Londoño Berrio. Nunca le fue presentada o exhibida. La autorización 
de pago directo a mi poderdante en el caso del señor Argiro Tobón es un hecho 
que mi poderdante desconocía hasta ahora, pues no ha realizado ningún acto 
para que ello fuera así. Al parecer fue una decisión autónoma del apoderado. 
  
En cuanto al inciso 2º. del hecho sexto, a mi poderdante nunca se le solicitó que 
reconociera la existencia de una sociedad de hecho con relación a los procesos 
de Emilio Muñoz Mosquera y familia, y Rubén Darío Silva y familia. En el capítulo 
de las pretensiones de la solicitud de conciliación, así como en el acta expedida 
por el conciliador, queda claro que en relación con mi poderdante no se hace 
ninguna petición ni se demanda de él ningún reconocimiento.  
 
Al Séptimo: Que se pruebe. 
  
Al Octavo: No es cierto que mi poderdante actuó como apoderado principal en 
proceso del señor Rubén Darío Silva. Mi poderdante no figura en los poderes 
otorgados por los clientes en este proceso. Mi poderdante no ha sido apoderado 
de Rubén Darío Silva y su familia, no ha intervenido en este proceso, no ha 
formulado cuenta de cobro ante la Fiscalía General de la Nación, no tiene por 
qué saber el estado de dicha cuenta, ni tiene relación con dichos demandantes. 
 
En lo demás que se pruebe. 
 
Al Noveno: No es cierto que mi poderdante sustituyó el poder en cabeza del 
Dr. William Gómez Marín, en razón de que éste era el apoderado principal.  
Es cierto que desde el día 13 de enero de 2003 mi poderdante se desvinculó de 
la representación como apoderado de los procesos administrativos en los cuales 
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figuraba como tal, y de cualquier contacto con los demandantes en los mismos, 
por cuanto se vinculó a la Procuraduría General de la Nación.  
 
Tal como lo reconocen los demandantes en documento que anexan como 
prueba, intitulado “CUMPLIMIENTO DE ACUERDO DE RECONOCIMIENTO 
ECONÓMICO”, allí se señala lo siguiente:  
 

“3. A partir del día 13 de enero de 2003, el abogado JOHN JAIME POSADA 
ORREGO, se desempeña como funcionario público, en el cargo de 
Procurador Judicial, en la Procuraduría General de la Nación con sede en 
Medellín.” 
 
“4. Con ocasión de la aceptación del cargo de Procurador Judicial II, el Dr. 
JOHN JAIME POSADA ORREGO, hizo dejación total y absoluta del ejercicio 
profesional en los mencionados procesos administrativos que hacían parte 
de la sociedad”.  

 
En lo demás del hecho que se pruebe.  
 
Al Décimo: Que se pruebe.  
 
Al Décimo Primero: Es cierto que desde el día 13 de enero de 2003 mi 
poderdante se desvinculó de la representación como apoderado de dichos 
procesos, y de cualquier contacto con los demandantes en los mismos, por 
cuanto se vinculó a la Procuraduría General de la Nación. 
 
En lo demás del hecho que se pruebe.  
 
Al Décimo Segundo: Es cierto que hubo sentencia adversa en primera instancia 
y fue revocada en segunda instancia.  
 
En lo demás que se pruebe.   
 
Al Décimo Tercero: Es cierto que el doctor William Gómez presentó la cuenta 
de cobro, sin que mi poderdante tenga conocimiento del año de presentación.  
 
En cuanto a los demás hechos relacionados en este punto mi poderdante los 
desconoce y por lo tanto deben probarse.      
 
Al Décimo Cuarto:  
 

1. Tal como lo reconocen los demandantes, mi poderdante dejó de ejercer 
funciones como apoderado en los procesos administrativos. Ello ocurrió 
desde el 13 de enero de 2003, fecha en que tomó posesión en el cargo en 
la Procuraduría General de la Nación.  
 
Ya se anotó que mi poderdante desconocía el hecho consistente en que 
en el proceso del señor Argiro Tobón el doctor Hernando Londoño hubiera 
presentado una cuenta de cobro en la cual a él le hubieran hecho una 
asignación especial para el pago de los honorarios.  
 
Mi poderdante, en razón de lo reconocido por los demandantes, esto es,  
de su vinculación con la Procuraduría General de la Nación, no poseía 
ninguna información relacionada con el estado de los procesos 
administrativos, lo cual era de conocimiento de los demandantes, tal como 
lo expresa el documento “CUMPLIMIENTO DE ACUERDO DEL 
RECONOCIMIENTO ECONÓMICO”, al señalar “hizo dejación total y 
absoluta del ejercicio profesional como abogado en los mencionados 
procesos administrativos que hacían parte de la sociedad”. 
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2. No es cierto que mediante el escrito de fecha 6 de diciembre de 2018, el 
demandante Londoño Berrio remitiera solicitud escrita a los abogados 
John Jaime Posada Orrego y William Gómez Marín con el fin de que estos 
“informaran el estado de los procesos administrativos comprendidos en el 
acuerdo de distribución de honorarios”.  
 
Del contenido de dicho documento se deriva que no existe ninguna 
petición del doctor Londoño Berrio a mi poderdante, en la cual le reclame 
información. Todo el contenido del documento se refiere a otras materias, 
por lo tanto, es falso lo afirmado.  

  
3. En relación con las razones de reciprocidad y lealtad profesional que se 

invocan para que se adelanten los trámites con el fin de que la entidad 
condenada pagara de forma directa los honorarios profesionales a los 
abogados Hernando Londoño Berrio y Álvaro Morales Ríos, “de 
conformidad con los porcentajes pactados en el acuerdo, tal como se 
había realizado en procesos anteriores y como lo hizo el señor Londoño 
Berrio, en el proceso de Argiro Tobón, debo señalar lo siguiente:  
 
1. En ninguno de los procesos que el doctor Hernando Londoño Berrio ha 

cobrado directamente a las entidades demandadas como fruto de un 
proceso administrativo, y en los cuales ha correspondido a mi 
poderdante una suma x de honorarios, se ha pagado directamente a 
mi poderdante. En todos ellos, el cobro integral lo ha realizado el 
doctor Londoño Berrio. Prueba de ello, son los documentos anexados 
por la parte demandante intitulados “CUMPLIMIENTO DE ACUERDO DE 
RECONOCIMIENTO ECONÓMICO”, en los cuales se da cuenta que el 
pago a mi poderdante opera directamente por el señor HERNANDO 
LONDOÑO BERRIO, y no por la entidad demandada.  
 

2. De ser cierto que el doctor LONDOÑO BERRIO comunicó a la entidad 
condenada en el caso del señor Argiro Tobón que pagara directamente 
a mi poderdante, ya se afirmó que mi poderdante desconoce que ello 
haya ocurrido, toda vez que nunca se le ha enseñado dicho documento. 
Esta sola situación generaría un incumplimiento de las obligaciones de 
información que predica el demandante Londoño Berrio, se encuentran 
en cabeza de todos los socios. 
 
De tal forma que no es cierto lo afirmado en el hecho Décimo Cuarto 
de la demanda, en el sentido de que, tal proceder, de promover pagos 
independientes de honorarios a cada abogado por la entidad obligada, 
se “había realizado en procesos anteriores” al del señor Argiro Tobón. 

 
Al Décimo Quinto: Que se pruebe. Mi poderdante no tiene conocimiento de los 
hechos mencionados. 
 
Al Décimo Sexto: No es cierto. Es una generalidad hablar de “todos los 
requerimientos” hechos a mi poderdante. No existe prueba de uno solo de ellos.  
 
En cuanto a la cita a la conciliación, tal como puede verificarse en el escrito de 
solicitud de conciliación y en el acta de conciliación, que se anexan, ninguna de 
las pretensiones vincula a mi poderdante. Se le llama a conciliar y no existe una 
sola pretensión ni general ni concreta que lo vincule a él.  
 
Es cierto que mi poderdante no asistió a la primera cita de la audiencia de 
conciliación, y ello ocurrió en virtud de excusa presentada con la debida 
antelación por un viaje programado (Se anexa documento). La parte 
demandante tiene conocimiento de este hecho, pero lo calla, y afirma que no se 
presentó mi poderdante. 
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En razón de que mi poderdante “hizo dejación total y absoluta del ejercicio 
profesional como abogado en los mencionados procesos administrativos”, no es 
él el llamado a responder requerimientos. Pero se insiste, ellos no existieron con 
el fin mencionado en este hecho.  
 
Al Décimo Séptimo: Que se pruebe.  
 
Al Décimo Octavo: Que se pruebe.  
 
Al Décimo Noveno: Que se pruebe.  
 
Al Vigésimo: Que se pruebe.  
 
Al Vigésimo Primero: Que se pruebe.   
 
Al Vigésimo Segundo: Es falso. Mi poderdante no ha realizado actos de 
incumplimiento de ninguna naturaleza, porque no existe prueba de obligación 
alguna, y mal podría incumplir por no dar información que no se le ha requerido 
ni posee, por lo que es conocido por los demandantes, a saber, que desde el 13 
de enero de 2003, mi poderdante hizo “dejación total y absoluta como abogado 
en los mencionados procesos administrativos”. 
 
Tampoco puede reclamarse de mi poderdante el reparto de honorarios en 
relación con una cuenta de cobro vigente, la cual no fue formulada por mi 
poderdante.  
 
Hace mucho tiempo mi poderdante no tiene contacto con los demandantes, salvo 
en la audiencia de conciliación con el doctor MORALES RIOS, ante quien quedó 
claro que mi apoderado “hizo dejación total y absoluta del ejercicio profesional 
como abogado en los mencionados procesos administrativos.”, desde el 13 de 
enero de 2003.  
 
Los últimos contactos con el doctor MORALES RIOS han tenido que ver con unos 
documentos contentivos de sus publicaciones como columnista en el diario El 
Mundo.  
 
En comunicación de fecha 6/12/2018, que fuera dirigida por el doctor Londoño 
Berrio a mi poderdante, le manifiesta que en razón de sus ocupaciones nombra 
al Dr. Víctor Pérez para que lo represente en lo relacionado con estos asuntos.  
 
En efecto, mi poderdante recibió una sola llamada del doctor Víctor Pérez, en la 
cual éste le manifestó su interés en entrar en contacto con el doctor William 
Gómez Marín, a lo que mi poderdante no tenía ninguna oposición.  
 
Mi poderdante nunca recibió del doctor Víctor Pérez petición verbal o escrita de 
informes de procesos administrativos o de resultados de utilidades de los 
mismos.   
 

II. A LAS PRETENSIONES: 
 
En razón de lo manifestado al contestar los HECHOS, y las excepciones que 
propongo, debo señalar lo siguiente: 
 
A la Primera: Me atengo a lo probado.  
 
A la Segunda: Me opongo.  
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En primer lugar, porque mi poderdante no se llama John Jairo Posada Orrego, 
sino John Jaime Posada Orrego.  
 
En segundo lugar, porque, como quedó claro al momento de contestar los hechos 
y fue reconocido y afirmado por los demandantes, mi poderdante “hizo dejación 
total y absoluta del ejercicio profesional como abogado en los mencionados 
procesos administrativos”, desde el 13 de enero de 2003; razón por la cual no 
ha incumplido ningún tipo de obligaciones con los demandantes.  
 
En tercer lugar, tal como afirman los demandantes, los procesos administrativos 
de reparación directa del señor Emilio Muñoz Mosquera y su familia, y del señor 
Rubén Darío Silva y su familia, se encuentran en cobro ante la Fiscalía General 
de la Nación, razón más que suficiente para que en este momento no existan 
“utilidades”, toda vez que no se han pagado.  
 
Si no existen utilidades, toda vez que dichos procesos no se han cancelado, es 
imposible que haya negativa “a reconocer a los demandantes las utilidades 
acordadas”, en cabeza de cualquier persona, y menos respecto de mi defendido 
quien no formuló la respectiva cuenta de cobro.  
 
A la Tercera: Me atengo a lo probado.  
 
A la Cuarta: Me atengo a lo probado.  
 
A la Quinta: Me atengo a lo probado.  
 
A la Sexta: Me atengo a lo probado.  
 
A la Séptima: Me opongo. Tal como lo probaré existe falta de legitimación por 
pasiva al pretender de mi poderdante responsabilidad por los hechos de la 
demanda; a más de una evidente temeridad y mala fe al convocarlo a este 
proceso en calidad de demandado.   
 
A las pretensiones subsidiarias:  
 
A la Primera: Me atengo a lo probado.  
 
A la Segunda: Me opongo. 
 
En primer lugar, porque mi poderdante no se llama John Jairo Posada Orrego, 
sino John Jaime Posada Orrego.  
 
En segundo lugar, porque, como quedó claro al momento de contestar los hechos 
y fue reconocido y afirmado por los demandantes, mi poderdante “hizo dejación 
total y absoluta del ejercicio profesional como abogado en los mencionados 
procesos administrativos...”, desde el 11 de enero de 2003; razón por la cual no 
ha incumplido ningún tipo de obligación con los demandantes.  
 
En tercer lugar, tal como afirman los demandantes, los procesos administrativos 
de reparación directa del señor Emilio Muñoz Mosquera y su familia, y del señor 
Rubén Darío Silva y su familia, se encuentran en cobro ante la Fiscalía General 
de la Nación, razón más que suficiente para que en este momento no existan 
“utilidades”, toda vez que no se han pagado.  
 
Si no existen utilidades, toda vez que dichos procesos no se han cancelado, es 
imposible que haya negativa “a reconocer a los demandantes las utilidades 
acordadas”, en cabeza de cualquier persona, y menos respecto de mi defendido, 
quien no formuló la respectiva cuenta de cobro.  
 



JORGE MARIO CALLE FLÓREZ. 
Abogado 

CALLE 49 No. 50 -21 Of: 2502 EDIFICIO DEL CAFÉ -TEL: 2513719–CEL: 3117618166 

MEDELLÍN – ANTIOQUIA - COLOMBIA 

A la Tercera: Me atengo a lo probado.  
 
A la Cuarta: Me atengo a lo probado.  
 
A la Quinta: Me atengo a lo probado.  
 
A la Sexta: Me atengo a lo probado.  
 
A la Séptima: Me opongo. Tal como lo probaré existe falta de legitimación por 
pasiva al pretender de mi poderdante responsabilidad por los hechos de la 
demanda; a más de una evidente temeridad y mala fe al convocarlo a este 
proceso en calidad de demandado.   
 

III. EXCEPCIONES: 
 
Propongo como tales: 
 

1. LA FALTA DE LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR PASIVA. 
 

2. TEMERIDAD O MALA FE. ABUSO DE LA FUNCIÓN JURISDICCIONAL Y 
EXCESO DE DEPENDIENTES. 
 

1. LA FALTA DE LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR PASIVA. 
 
Tal como lo pone de presente la doctrina, esta excepción se presenta cuando la 
demanda se dirige contra la persona que no está obligada a responder 
jurídicamente por los hechos en que se fundamenta ni las pretensiones que se 
formulan. 
 
En el caso que nos ocupa, como ya ha quedado claro en la respuesta a los hechos 
y a las pretensiones, los demandantes reconocen que mi poderdante desde el 
13 de enero de 2003, “hizo dejación total y absoluta del ejercicio profesional 
como abogado en los mencionados procesos administrativos.”, tal como lo 
afirma la prueba documental arrimada por los demandantes intitulada 
Cumplimiento de Acuerdo de Reconocimiento Económico.  
 
En estas condiciones es claro que mi poderdante no ha formulado cuenta de 
cobro ante la Fiscalía General de la Nación en ninguno de los procesos 
administrativos de que da cuenta la demanda, y desde la fecha mencionada (13 
de enero de 2003) dejó de ser apoderado de quienes lo haya sido. 
 
Como consecuencia de lo anterior, mi poderdante desconoce el trámite que se 
haya surtido respecto del cobro de las respectivas sentencias en los procesos 
administrativos mencionados en la demanda, y no tiene conocimiento alguno 
que pueda suministrar a los demandantes, quienes gozan del derecho de petición 
para hacerse al conocimiento que requieran, como en efecto hicieron uso del 
mismo.  
 
De lo anterior se deduce que en cabeza de mi poderdante no se deriva obligación 
alguna de información a los demandantes, y en consecuencia, no existe dicho 
incumplimiento.  
 
En cuanto al incumplimiento de mi poderdante respecto a que se haya negado 
a “reconocer a los demandantes las utilidades acordadas” (Segunda pretensión 
de la demanda), debo señalar que tal como lo reconocen los demandantes, mi 
poderdante no es apoderado de ninguno de miembros de las familia de  Emilio 
Muñoz Mosquera ni de la familia de Rubén Darío Silva, no tiene relación con 
estas personas, no ha formulado cuenta de cobro alguna frente a las entidades 
obligadas a hacer el pago; y, en consecuencia, mal puede exigírsele el 
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cumplimiento del mismo, máxime como se reitera la entidad obligada no ha 
hecho el pago.   
   
2. TEMERIDAD O MALA FE. ABUSO DE LA FUNCIÓN JURISDICCIONAL Y 
EXCESO DE DEPENDIENTES. 
 

2.1. Se predica la excepción de temeridad o mala fe de parte de los 
demandantes al demandar a mi representado a sabiendas del hecho 
reconocido en su demanda, a saber, que desde el día 13 de enero de 
2003 adquirió la calidad de funcionario público al servicio de la 
Procuraduría General de la Nación, en forma absoluta dejó de ejercer 
sus funciones como abogado litigante o apoderado de cualquier 
persona al interior de un proceso administrativo, o de cualquier otra 
especialidad. que no presentó la cuenta de cobro en los procesos 
administrativos referenciados en la demanda, que como consecuencia 
de ello, no tiene por qué saber cuál es el estado del trámite de dicho 
cobro, ni rendir información alguna a los demandantes, quienes bien 
pueden solicitarla a las entidades, tal y como en efecto procedieron; y 
sin embargo, a sabiendas de todo lo anterior, lo citan a conciliación 
prejudicial y lo hacen comparecer como demandado a este proceso, 
en una clara manifestación de temeridad o mala fe, y de abuso de la 
función jurisdiccional.  
 
Lo dicho cobra fuerza, si además de lo probado por la propia demanda, 
que es confesión de hechos, se tiene en cuenta lo siguiente: 
 
La solicitud de conciliación, que arrimaré como prueba documental 
demuestra que los hechos de la demanda constituyen una copia 
deformada de los hechos de la conciliación. La deformación consiste 
en que mi poderdante no fue vinculado en las pretensiones de la 
conciliación, y en cambio, en los hechos de la demanda que son 
prácticamente los mismos y las pretensiones, se le vincula como 
demandado. 
 
No estoy aduciendo la conciliación como presupuesto de la de 
demanda, sino como prueba documental autónoma.  
 
Ahora bien, tal como lo dispone el artículo 79 del Código General del 
Proceso, Nal. 1º., se presume que ha existido temeridad o mala fe, 
cuando a sabiendas se aleguen hechos contrarios a la realidad.  
 
En el presente caso, es manifiesta la carencia de fundamento legal de 
la demanda en contra de mi poderdante, toda vez que los 
demandantes reconocen que, desde el 13 de enero de 2003, mi 
poderdante hizo dejación total y absoluta del ejercicio profesional 
como abogado en los mencionados procesos administrativos. En tales 
condiciones, no se trata simplemente de un caso de excepción de falta 
de legitimación por pasiva, sino de una manifiesta actitud temeraria 
sin fundamento legal en contra de mi poderdante.  

 
2.2. Es deliberadamente inexacta la afirmación de que mediante el escrito 

de fecha 6 de diciembre de 2018, el demandante Londoño Berrio 
remitió solicitud a los abogados John Jaime Posada Orrego y William 
Gómez Marín con el fin de que estos “informaran el estado de los 
procesos administrativos comprendidos en el acuerdo de distribución 
de honorarios”. 
 
Del contenido de dicha documentación se deriva que no existe ninguna 
petición del doctor Londoño Berrio a mi poderdante, en la cual le 
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reclame información. Todo el contenido del documento se refiere a 
otras materias; por lo tanto, es falso lo afirmado en el sentido de que 
en dicho documento se solicitó información de los procesos a mi 
poderdante. 

 
2.3. La parte demandante pretende hacer de este proceso un festín 

universitario acreditando siete (7) dependientes, en un claro exceso 
de demanda de la administración de justicia. Pretender desacreditar el 
buen nombre de mi poderdante es el único motivo para vincularlo en 
calidad de demandado, y ello es manifiesto con el número de 
dependientes acreditados. Lo anterior, por supuesto, constituye un 
acto de mala fe. 
 
Además de poner en duda la honorabilidad de los demandados, se 
pone en riesgo a los clientes de quien se trata los procesos 
administrativos que son objeto del litigio, como quiera que se allegó al 
expediente datos personales y las cuantías de las indemnizaciones que 
recibirán. 
 
No otra cosa podrá esperarse al nombrar a siete dependientes de 
múltiples universidades, para que el buen nombre de mi poderdante 
se convierta en comidilla de cafetería. 

 
IV. FUNDAMENTO DE DERECHO: 

 
De la falta de legitimación por pasiva:  
 
La Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, M.P. JESÚS VALL DE RUTÉN 
RUIZ, SC2642-2015, Radicación n° 11001-31-03-030-1993-05281-01, 
(Aprobado en sesión de cinco de mayo de dos mil catorce), Bogotá, D. C., diez 
(10) de marzo de dos mil quince (2015), señala:  
 

“4. La Sala, de ataño, tiene definido que la  
 
“[n]ota característica de la excepción, que la distingue del concepto de 
defensa en el sentido lato arriba mencionado, es, pues, conforme se deja 
dicho, la de que aquella supone la alegación de hechos nuevos impeditivos 
o extintivos del derecho pretendido por el actor. A aquella característica y 
a esta diferenciación se ha referido la Corte en los siguientes términos: 
´La excepción en el derecho ritual constituye una noción inconfundible 
con la defensa del demandado. La excepción es un medio de defensa, mas 
no engloba toda la defensa. La defensa en su sentido estricto estriba en 
la negación del derecho alegado por el demandante. Y la excepción 
comprende cualquier defensa de fondo que no consiste en la simple 
negación del hecho afirmado por el actor, sino en contraponerle otro 
hecho impeditivo o extintivo que excluye los efectos jurídicos del primero 
y por lo mismo de la acción (…) (LIX, pág. 406)” (CSJ SC de 9 de abril de 
1979, G.J., T. CXXX, págs. 18 y 19; se subraya). 
 
Y, adicionalmente, que “la legitimación en la causa es cuestión propia del 
derecho sustancial y no del procesal, en cuanto concierne con una de las 
condiciones de prosperidad de la pretensión debatida en el litigio y no a los 
requisitos indispensables para la integración y desarrollo válido de éste, 
motivo por el cual su ausencia desemboca irremediablemente en sentencia 
desestimatoria debido a que quien reclama el derecho no es su titular o 
porque lo exige ante quien no es el llamado a contradecirlo” (CSJ SC de 14 
de marzo de 2002, Rad. 6139; se subraya). 
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En el presente caso es claro que no es dable pretender incumplimiento de las  
obligaciones de información del estado del trámite de las cuentas de cobro de 
los señores Rubén Darío Silva y sus familiares o Emilio Muños Mosquera y su 
familia, cuando es claro que mi poderdante desde el 13 de enero de 2003, se 
desvinculó totalmente  del ejercicio profesional, por su calidad de funcionario 
público al servicio de la Procuraduría General de la Nación; y en consecuencia, 
no es apoderado de ninguno de los poderdantes de dichos procesos 
administrativos, no ha formulado cuenta de cobro en sus casos, no conoce el 
estado de las mismas, y este hecho es conocido por los demandantes.  
 
En consecuencia, opera la excepción de falta de legitimación por pasiva, por 
cuanto se reclama respecto de quien no es el llamado a actuar como demandado 
en el presente proceso.  
 
Por las mismas razones no es dable reclamar de mi poderdante el reparto de 
utilidades, las cuales, además, no se han obtenido.  
 
Anexo documento suscrito por el Jefe de la División de Gestión Humana de la 
Procuraduría General de la Nación, en la cual hace constar que mi poderdante 
ingresó a tal entidad el día 13 de enero de 2003. 
 
De la temeridad o mala fe: 
 
Artículo 79 Nal. 1. Código General del Proceso: Se presume que ha existido 
temeridad o mala fe en los siguientes casos: 
 
1. Cuando sea manifiesta la carencia de fundamento legal de la demanda, 
excepción, recurso, oposición o incidente, o a sabiendas se aleguen hechos 
contrarios a la realidad. 
 
Para lo cual me apoyo en los siguientes documentos: 
 

- Documento suscrito por el Jefe de la División de Gestión Humana de la 
Procuraduría General de la Nación, en la cual hace constar que mi 
poderdante ingresó a tal entidad el día 13 de enero de 2003. 
 
Este hecho es reconocido por los demandantes, y, sin embargo, se han 
obstinado en llamar a mi poderdante a conciliación, y ahora lo demandan, 
sin base legal alguna.  

 
- El documento remitido por el doctor Hernando Londoño Berrio a los 

abogados John Jaime Posada Orrego y William Gómez Marín, de fecha 6 
de diciembre de 2018, presentado como prueba 9 por la parte 
demandante, cuyo contenido no corresponde con lo afirmado en la 
demanda, y específicamente con haber solicitado información a dichos 
abogados respecto de los procesos administrativos de las familias del 
señor Rubén Darío Silva y Emilio Muñoz Mosquera. Esta afirmación falsa 
pretende inducir al juez en favor de sus pretensiones. 
 

- Los documentos relacionados con las certificaciones de los siete (7) 
dependientes presentados por la parte demandante.  

 
V. PRUEBAS: 

 
5.1. DOCUMENTAL APORTADA CON LA CONTESTACIÓN. 

 
5.1.1. Escrito de solicitud de conciliación, de fecha 18 de julio de 2019, en 

la cual obran como convocantes Hernando Londoño Berrio y Álvaro 
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Morales Ríos, y como convocados los señores William Gómez Marín 
y John Jaime Posada Orrego. 
 

5.1.2. Solicitud de reprogramación de la fecha de conciliación, radicada el 
día 17 de julio de 2019 en el correo electrónico del Centro de 
Conciliación de Universidad de Medellín, 
resolucionconflictos@udem.edu.co. Documento que consta de 6 
folios. 
 

5.1.3. Constancia de no conciliación, número 3377 del 1º. De agosto de 
2019. 
 

5.1.4. Documento suscrito por el Jefe de la División de Gestión Humana 
de la Procuraduría General de la Nación, en la cual hace constar 
que mi poderdante ingresó a tal entidad el día 13 de enero de 2003. 

 
5.2. DE LA PRUEBA DOCUMENTAL APORTADA POR LA PARTE 

DEMANDANTE. 
 
Que se tengan en su valor suasorio las pruebas aportadas por los demandantes, 
pero muy especialmente en su conducencia y utilidad; no por el gran volumen 
de los documentos estos llevan un mayor conocimiento del asunto. 
 

5.3. SOBRE LA SOLICITUD DE EXHIBICIÓN DE DOCUMENTOS DE LA 
PARTE DEMANDANTE. 

 
Respecto de la solicitud de exhibición de documentos, es de anotar que con 
relación al contrato de prestación de servicios relacionado con el señor Rubén 
Darío Silva y su familia, tal como lo reconocen los demandantes, mi poderdante 
hizo dejación total y absoluta del ejercicio profesional como abogado desde el 
año 2003, por cuanto adquirió la calidad de funcionario público de la 
Procuraduría General de la Nación. En consecuencia, mi poderdante no posee el 
documento que se le solicita exhiba.   
  
En relación con el contrato de prestación de servicios suscrito por Emilio Alberto 
Muñoz Mosquera y su familia, que se solicita a los demandados que exhiban, 
debe tenerse en cuenta que de acuerdo con el numeral 6º. De las Pruebas 
Documentales, la parte demandante relaciona: “6. Copia del contrato de 
prestación de servicios, suscrito el día treinta (30) de julio de 1997 por los Sres. 
Emilio Alberto Muñoz Mosquera y los abogados John Jaime Posada Orrego, 
William Gómez Marín, Hernando León Londoño Berrio y Álvaro Morales Ríos, en 
el que se pacta por concepto de honorarios el 40% de capital e intereses”.  
 
En virtud de lo anterior, solicito al Señor Juez que rechace dicha solicitud por 
inútil.  
 

5.4. INTERROGATORIO DE PARTE. 
 
Con fundamento y en los términos del artículo 198 del C.G.P., solicito se cite a 
los demandantes para que absuelvan el interrogatorio de parte que les formularé 
en las oportunidades establecidas en el estatuto procesal  
 

5.5. DECLARACIÓN DE PARTE. 
 
Solicito se escuche la declaración de mi representado, Dr. John Jaime Posada 
Orrego, en los términos del inciso final del artículo 192 C.G.P. 
 

5.6. TESTIMONIALES:  
 

mailto:resolucionconflictos@udem.edu.co
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Con el fin de que declare en el proceso sobre lo que le conste en relación con los 
hechos de la demanda y la contestación de la misma, ruego se llame a:  
 

1. DIANA PATRICIA EUSSE ARENAS. 
Cédula de ciudadanía: 43.529.811. 
Dirección: Carrera 51 No. 50-21. Oficina 1802, Edificio Banco de Londres, 
Medellín. 
Teléfono: 3217780245. 

 
VI. NOTIFICACIONES: 

 
Al suscrito apoderado en la calle 49 No. 50-21, oficina 2502, Edificio del Café, 
Medellín – Antioquia. Correo electrónico: 
revisionorganizacionjuridicaga@gmail.com. Teléfono: 320 561 57 88 – 251 37 
19. 
 

VII. ANEXOS: 
 

1. Poder. 
2. Los anunciados como prueba. 

 
Del Señor Juez, con todo respeto,  
 
 
 
________________________ 
JORGE MARIO CALLE FLÓREZ. 
C.C. 1069495023. 
T.P. 303.340 C.S. de la J.  
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